Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 40 minutos) 
Desde cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota de los señores Presidente y Secretario de la Asociación de Magistrados Fiscales del 
Ministerio Público y Fiscal del Uruguay, doctores Hugo Araújo y Ariel Cancela, solicitando audiencia 
para una delegación designada por esa Asociación, con la finalidad de exponer sobre la postura 
asumida por la gremial respecto al proyecto de ley de modificación del Código del Proceso Penal. 


La Embajada de los Estados Unidos de América y el Colegio de Abogados remiten invitación 
a la conferencia que brindará la doctora Sandra D. O'Connor, Ministra Retirada de la Suprema Corte 
de Justicia de los Estados Unidos de América, sobre “Educación para la Democracia y las Nuevas 
Tecnologías', que se realizará el viernes 25 de marzo a la hora 10:30”, en el Colegio de Abogados. Se 
solicita la confirmación de asistencia. 


-Si los señores Senadores están de acuerdo, respecto al primer punto la Mesa va a coordinar 
una entrevista con la Asociación de Fiscales y, en lo que tiene que ver con el segundo asunto, los 
señores Senadores quedan invitados a participar de la conferencia. 


Por su parte, la Comisión tiene previsto recibir al Ministro de Relaciones Exteriores el 
próximo martes. El señor Senador Michelini me recordó esta mañana que ese día va a sesionar la 
Asamblea General a las 16 y 30 horas por lo que, si les parece bien, debemos cambiar la invitación del 
Canciller para las 14 horas, de modo de tener tiempo de escuchar su opinión y luego concurrir a la 
Asamblea. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero señalar que elevamos a la Secretaría el proyecto que sustituye al votado 
por la Cámara de Representantes, que nuestra fuerza política resolvió impulsar. Como habíamos 
acordado, el próximo martes va a concurrir a la Comisión el señor Canciller para exponer al respecto y 
nuestra aspiración es que, dado que ese día no vamos a poder continuar la discusión porque hay 
Asamblea General, el martes 5 de abril tratemos ese punto para que el martes 12 se eleve al Plenario. 
Teniendo en cuenta que algún señor Senador o señora Senadora pueden querer realizar consultas 
adicionales, creo que deberíamos citar una sesión extraordinaria para el jueves 30, o para cuando nos 
pongamos de acuerdo. De esta forma, el día martes recibiríiamos al Canciller; otro día -que 
personalmente propongo sea el jueves- recibiríamos a los invitados que entendamos pertinente; el 5 
de abril discutiríiamos y votaríamos la iniciativa en Comisión, y el 12 de abril lo trataríamos en el 
Plenario. Como comprenderán, en la medida en que el oficialismo, es decir la fuerza mayoritaria, ha 
decidido seguir un cierto camino sobre este tema tan discutido, aspiramos llevarlo al Senado cuanto 
antes, si es que contamos con el beneplácito de todos. Esa es la propuesta; no estoy diciendo que se 
vote, pero quería ponerla a consideración para que de aquí al martes próximo, día en que viene el 
señor Canciller, podamos tener una idea acerca de si esos pueden ser los tiempos en los que se esté 
discutiendo el proyecto sustitutivo en el Plenario del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, lo que vamos a hacer es repartir el proyecto, que me acaba 
de ser entregado por la Secretaría. Además, ya se ha adelantado y ha hecho un cuadro comparativo 
entre el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes y el sustitutivo. 


El señor Canciller, en definitiva, va a venir el martes próximo a opinar sobre una iniciativa 
diferente de aquella sobre la que lo habíamos convocado. Es cierto que estamos en el mismo asunto, 
pero va a venir a opinar por otro proyecto. Por mi parte, más allá de mi condición de Presidente de la 
Comisión, puedo decir que nosotros, dentro de la Bancada del Partido Nacional por lo menos, vamos a 
hacer las consultas correspondientes, en la medida en que durante todo este tiempo hemos estado 
pacientemente esperando y no sugerimos el tratamiento del proyecto en Sala porque sabíamos de las 
diferencias internas que existían dentro de la Bancada del oficialismo. Entonces, ahora pretendemos 
una cierta reciprocidad a los efectos del tratamiento profundo de una iniciativa que refiere a una ley que 
seguramente sea la más invocada en el transcurso de los últimos años y que además fue objeto de dos 
pronunciamientos populares. Como es obvio, las mayorías mandan, pero probablemente hagamos 
algún planteamiento de esas características. 


SEÑOR DA ROSA.- Hay determinadas realidades de las cuales tenemos que partir, y es evidente que 
hay un acuerdo de parte del oficialismo, que es público y notorio, para impulsar un proyecto de ley. 
Entonces, habida cuenta de que se trata de otro proyecto, que tiene características distintas al que 
inicialmente había sido derivado a esta Comisión, quisiera preguntar qué objeto tiene la presencia del 
señor Canciller por este tema de la interpretación o anulación -como se le quiera llamar- de la Ley 
de Caducidad. 


En segundo lugar, sabemos que el Partido de Gobierno tiene mayorías, pero por mi parte 
preferiría que mantuviéramos el ritmo normal de trabajo de la Comisión de los días martes. Ya se sabe 
que el Partido de Gobierno, el día que quiera sancionar esta ley va a tener los votos para hacerlo, pero 
sería partidario de que las sesiones se mantuvieran dentro de los días establecidos para su 
funcionamiento, porque de lo contrario se trastoca lo que otros Legisladores tenemos planificado. Me 
parece que el tema no tiene una urgencia tal que justifique que ya se entre en un ritmo de trabajo de 
dos días por semana; creo que se puede avanzar perfectamente bien en los días que la Comisión tiene 
asignados para su trabajo. Además, reitero, el Partido de Gobierno tiene la decisión de tratar el tema 
en determinada fecha y no es la primera vez que el asunto se va a incluir en el Orden del Día y se va a 
considerar; es algo que ya hemos visto en otras oportunidades. En definitiva, entiendo que no se 
justifica que trastoquemos el ritmo de trabajo normal de la Comisión y que entremos a sesionar en días 
diferentes a los que tiene asignados para su funcionamiento. 


SEÑORA MOREIRA.- En primer lugar quiero aclarar que las modificaciones con respecto al proyecto 
original que viene de la Cámara de Representantes son menores. Por consiguiente, es pertinente la 
consulta al señor Canciller sobre el proyecto base. De hecho, no les voy a pedir que lo lean ahora, pero 
si los señores Senadores analizan el comparativo, van a comprobar que simplemente hay un 
“Declárase” respecto a la independencia del Poder Judicial, que aparece en el artículo 2”; el resto del 
proyecto permanece en los términos en que venía de la Cámara de Representantes. De cualquier 
manera, el Canciller Almagro está al tanto de todas y cada una de las modificaciones que se le han 
hecho a este proyecto de ley y, por consiguiente, su exposición sobre el tema será más amplia que la 
consideración del proyecto original específico. Creo que el hecho de que comparezca el señor Canciller 
tiene que ver con las repercusiones internacionales que tiene la vigencia de la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado en nuestro territorio y esa es la intención de nuestra convocatoria. 
Igualmente insisto en que el señor Ministro puede expresarse con total solvencia, tanto sobre el 
proyecto original como sobre las modificaciones introducidas en esta nueva propuesta. Pensamos que 
en la propia Comisión se le puede preguntar por el artículo 2%, si es que se considera pertinente 
hacerlo. 


Con respecto a los tiempos, quiero señalar que quizás alcanzaría con la sesión semanal si la 
Comisión no decide -cosa que no he escuchado- invitar en audiencia a otros actores para que den su 
punto de vista sobre el proyecto. Por esta razón, solicitaríamos una sesión extraordinaria de la 
Comisión, pero aclaro que no se alteraría para siempre su ritmo de trabajo. 


Como bien ha señalado algún señor Senador, deberíamos aprobar este proyecto cuanto 
antes. Algunos Senadores de la oposición han expresado -no los del Frente Amplio- que tenemos 
varios temas en agenda para tratar en la Comisión; quizás el mejor trámite sea terminar con el análisis 
del proyecto relativo a la Ley de Caducidad para luego comenzar con los asuntos de este año. 


Por último, quería señalar que para nosotros el 20 de mayo es una fecha emblemática en lo 
que concierne a los Derechos Humanos y, por tal razón, nos gustaría que esta iniciativa estuviera 
aprobada para entonces. Digo esto porque estos tiempos para nosotros tienen importancia política y 
simbólica. Todos los aquí presentes conocen la marcha del 20 de mayo y la adhesión no partidaria que 
despierta. Por esa razón queremos llegar a esa fecha con el proyecto aprobado. 


SEÑOR PASQUET.- Apoyo el planteamiento que realizó hace un rato el señor Senador Da Rosa. Si el 
oficialismo quiere movilizar su mayoría para tratar y aprobar el proyecto inmediatamente, puede 
hacerlo; eso lo sabemos todos. Ahora bien, si quiere instruirlo y convocar opiniones técnicas para 
dilucidar tal o cual aspecto como, por ejemplo, la visión que tengan algunos organismos internacionales 
sobre la Ley de Caducidad, entraríamos por otro carril, el del análisis y, en ese marco, puede haber 
espacio para que también se escuchen otras voces y no solo las propuestas de la mayoría. También 
me parece razonable que ese estudio deba hacerse en el marco general del trabajo de la Comisión, 
que también tiene otros temas muy importantes sometidos a su consideración y algún lugar tiene que 
darles. Propondría seguir el criterio propuesto por el señor Senador Da Rosa, sabiendo perfectamente 
que estamos expuestos a que la voluntad política se imponga en cualquier momento y disponga el 
tratamiento del proyecto de ley en Sala y su aprobación sin discusión ni demora. 


SEÑOR MOREIRA.- También coincido con el criterio planteado anteriormente. Creo que cada uno de 
los que estamos aquí presentes podemos requerir el asesoramiento jurídico que corresponda. En lo 
personal, el tema lo tengo estudiado. No he visto el proyecto pero, según lo que ha señalado la señora 
Senadora Moreira, no tiene prácticamente ninguna diferencia con el otro y, seguramente, también 
tendrá tachas de inconstitucionalidad similares al anterior. Como el resultado se puede prever y lo 
conocemos, daremos el debate que será jurídico pero más que nada político y, en esta materia, no 
necesitamos tiempo. Vamos a reeditar un viejo debate y, por lo tanto, no tengo problema en que la 
Comisión siga funcionando normalmente y que cada uno de nosotros nos asesoremos por la vía que 
corresponda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto acaba de entrar; por lo tanto, creo que podemos hacer las 
consultas necesarias respecto al asesoramiento a solicitar y, luego de la comparecencia del señor 
Ministro del próximo martes, podremos tomar la decisión del caso. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que era de orden que la Bancada oficialista trasmitiera su aspiración con 
respecto a los tiempos en que debe ser aprobado el proyecto de ley. Ayer tuvimos una discusión en la 
Bancada y nos planteamos como aspiración que el 12 de abril se discutiera el tema en el Plenario. Está 
bien que nos recuerden que podemos aplicar las mayorías, pero se trata de una aspiración. Nosotros 
pretendemos que se dé esa secuencia, pero luego se cumplirá o no, ya que todos conocemos las 
complicaciones que existen. Nuestra intención es que el próximo martes venga el Canciller, que la otra 
semana se vote en Comisión y la siguiente, en el Plenario, a sabiendas de que más o menos todos 
tenemos una posición formal sobre el tema. Ahora bien, si se requiere la opinión de otras personas, se 
hará una reunión especial. El martes que viene veremos cuáles son las inquietudes que existen y luego 
informaremos, pero no es nuestra intención aplicar la mayoría para que se vote en un día determinado. 
Creo que podemos ir conversando para luego lograr que se vote, como en todos los otros trámites 
parlamentarios. Naturalmente, si la voluntad de la oposición es que la mayoría determine cuándo 
quiere discutirlo, trasmitiremos eso a la Bancada del Frente Amplio y esta resolverá, pero eso ya 
escapa al deseo de quienes estamos acá. En realidad, se trataba de que la semana que viene nos 
pusiéramos de acuerdo para ver si podemos tener una agenda que se compatibilice con lo que todos 
queremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que los integrantes de la Comisión vayan pensando qué 
asesoramientos se solicitarían; si se requiere por escrito, podemos ir pidiéndolo en el transcurso de los 
días y, si se desea que alguien comparezca personalmente, se planteará en la sesión del próximo 
martes y, en esa oportunidad, resolveremos las etapas a seguir, tratando de contemplar la posición 
que hemos expresado, que me parece que es razonable en atención al trámite que tuvo anteriormente 
el proyecto. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con el ánimo de contemplar las aspiraciones de todos los miembros de la 
Comisión, preguntaría si la sesión de la Asamblea General es inmodificable, si no podríamos hacer una 


gestión ante su Presidente a los efectos de cambiarla para el miércoles, ya que ese día no hay 
actividad. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros habíamos conversado con el señor Presidente de la Comisión para que 
el señor Canciller concurriera el próximo martes. Por tanto, cuando me enteré de la Asamblea General 
hice las gestiones que plantea el señor Senador Nin Novoa, pero encontré cierta inflexibilidad y lo único 
que logré fue que se atrasara la convocatoria de la Asamblea General. Entonces, con el beneplácito 
del Presidente de esta Comisión, podríamos solicitar que el señor Canciller viniera media hora antes - 
siempre que pueda, obviamente- de forma de tener una sesión de dos horas y media. Además, 
propuse realizar alguna sesión extraordinaria si se requiere la opinión de varios catedráticos. 


SEÑOR MOREIRA.- En el día de hoy se me comunicó que la sesión de la Asamblea General se 
correría del martes de la semana que viene para el martes siguiente, a los efectos de facilitar la 
concurrencia de los señores Representantes del interior. Insisto, la última información con la que me 
retiré del Senado en el día de la fecha fue que se postergaría esa sesión para el martes de la otra 
semana. Esto fue lo que me comunicó el señor Senador Penadés, que es el coordinador de la Bancada 
del Partido Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La invitación al señor Canciller ya fue enviada; lo único que resta es modificar 
la hora. 


SEÑORA MOREIRA.- Como corresponde designar la Vicepresidencia de esta Comisión, consulto si se 
puede hacer en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- En nombre de la Bancada del Frente Amplio, quisiera proponer como 
Vicepresidente de esta Comisión al señor Senador Michelini, aunque sea bajo protesta. 


Como los señores Senadores saben, la mayoría de nosotros estamos asignados en la 
Presidencia de otras Comisiones y, además, valoramos mucho las gestiones que el señor Senador 
Michelini ha hecho específicamente en esta Comisión que es, de por sí, bastante compleja pues trata 
muchos temas y muy arduos. En consecuencia, consideramos que nos sería de mucha ayuda que el 
señor Senador Michelini pudiera desempeñarse en esta función. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada por la señora Senadora Constanza Moreira 
en el sentido de designar al señor Senador Michelini como Vicepresidente de esta Comisión. 


(Se vota:) 
8 en 9. Afirmativa. 


Corresponde ingresar a la consideración del primer punto del Orden del Día: Abreviación de 
los procesos laborales. 


Antes de comenzar, damos la bienvenida a los señores Senadores integrantes de la 
Comisión de Asuntos Laborales, ya que en la última sesión de esta Comisión se decidió que iban a ser 
especialmente invitados a todas las reuniones en las que se trate este tema. 


Cabe destacar que se hicieron llegar todos los pedidos de asesoramiento que se había 
acordado a las Cátedras de las distintas universidades y se envió una comunicación a la Suprema 
Corte de Justicia, a los efectos del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 240 de la Constitución de 
la República. En todas las comunicaciones que se llevaron adelante, se enviaron los dos proyectos: el 
que presentó el Poder Ejecutivo y el del señor Senador Abreu. 


Para el día de hoy, de acuerdo con lo resuelto por la Comisión, hemos invitado al señor 
Senador Abreu para tener oportunidad de escuchar su opinión sobre los proyectos en cuestión. 


SEÑOR ABREU.- Buenas tardes. Quiero aclarar que la diversificación de las actividades nos obliga a 
actuar en otras Comisiones. 


Como los señores Senadores recordarán, este proyecto de ley fue tratado en la Legislatura 
pasada; fue objeto de una intensa discusión, contó con la participación de varios interesados y nada 
menos que con la de la propia Suprema Corte de Justicia que tenía un proyecto distinto al que fuera 
aprobado en su oportunidad. 


Debo decir con toda franqueza que esto responde a los defectos del pronto despacho. Casi 
todas las advertencias que hicimos al Poder Ejecutivo y a la mayoría legislativa sobre los defectos 
constitucionales que tenía este proyecto de ley, se cumplieron. Se llevaron adelante más de dos mil 
recursos de inconstitucionalidad en los despachos judiciales a causa de un elemento que está 
determinando, por vía indirecta, una denegación de justicia, nada más y nada menos que a los que se 
supone se quería defender -porque eran los más débiles- en los juicios laborales. Pero parece que no 
tuvimos la menor capacidad de convicción; es más, en aquel momento hicimos una serie de 
observaciones -ahora las reiteraremos- y, en particular, tenemos una especial discrepancia con el 
enfoque sobre la autonomía del Derecho y cómo se confunde la autonomía del proceso con la del 
Derecho. Estamos acompañados, al menos, por la Suprema Corte de Justicia anterior, que entiende 
que hay sobrados motivos para manejarse con un criterio menos autónomo que el que se ha sostenido 
acá, y eso es parte de la vieja lucha de interpretaciones de derechos autónomos, que es la tentación 
natural que, en general, tienen los catedráticos en cuanto a pasar del mundo de la generalidad al de la 
originalidad. Esa es la dinámica del mundo legislativo y de la Cátedra. 


En la oportunidad anterior, hicimos una serie de observaciones y voy a mencionar las dos 
que recibió la Suprema Corte de Justicia. Se señaló que aquel proyecto de ley exigía el depósito del 
50% de la condena para apelar, que era inconstitucional -recomiendo leer la versión taquigráfica del día 
5 de mayo de 2009- y no hubo posibilidades de que se aceptara ese criterio. También se sostuvo la 
posición de que se trataba en forma desigual la incomparecencia de las partes a la audiencia, lo cual 
podía ser considerado violatorio del principio constitucional. Como los señores Senadores recordarán, 
recibimos informes y asesoramientos, entre ellos de la doctora Cristina Mangarelli, Grado 4 en Derecho 
Laboral, cuya exposición motivó reflexiones profundas, dada la precisión, la profesionalidad y, sobre 
todo, la seriedad que, desde el punto de vista del Derecho Laboral, aportó a la Comisión. 


La Suprema Corte de Justicia entendió que estas dos disposiciones de la ley son 
inconstitucionales. El artículo 17, numerales 12) y 14) para el proceso ordinal y el artículo 22 para el de 
menor cuantía. Después de aprobada esta ley, sucedió lo que habíamos previsto, pues son miles los 
recursos de inconstitucionalidad. Hace un año, preocupados por esta circunstancia, a los veinte días de 
iniciado el proceso legislativo presentamos modesta y humildemente un proyecto de ley para corregir 
estas inconstitucionalidades, en apoyo a lo que sostuvimos en oportunidad del tratamiento del proyecto 
en Comisión y en el Plenario. Durante todo el año estuvimos esperando que el Poder Ejecutivo enviara 
un proyecto, a pesar de que se podría haber trabajado en forma más rápida y sin obviar la opinión del 
Poder Ejecutivo y de las mayorías, ya que por algo son mayorías y hacen interpretaciones distintas. 


Leyendo la versión taquigráfica de la Comisión, observaba que el Subsecretario del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social argumentaba -recurriendo a la opinión del doctor 
Ermida Uriarte- sobre la autonomía del Derecho Laboral. Él decía que la posición que sostenía nuestro 
proyecto estaba, de alguna forma, fuera de la interpretación, tal como lo está la ley vigente. En él se 
marca una distancia en la interpretación del Derecho Laboral autónomo, pero no negando esa 
autonomía, sino tratando de hacer compatible la del Derecho Laboral con las normas procesales del 
Código General del Proceso, que no ameritan desde el punto de vista de la Suprema Corte de Justicia 
un desgajamiento -esa fue la palabra que se utilizó- de sus normas generales para hacerlas aplicables 
en cada uno de los derechos específicos. 


Todos sabemos que el Derecho Laboral tiene características especiales y una naturaleza 
tuitiva que está en ayuda, precisamente, de esa relación laboral entre empleador y empleado. Sin 


embargo -y este es el argumento de la Suprema Corte de Justicia- esto está contemplado en el ámbito 
del Código General del Proceso. Incluso, la finalidad de la efectividad de los derechos sustanciales en 
el ámbito del Derecho Laboral no se encuentra afectada por la vigencia de las normas generales del 
Código General del Proceso, ni por aquellos aspectos que hacen al proceso laboral en particular, en lo 
que tiene que ver con la celeridad, gratuidad, sencillez, publicidad e inmediatez que son características 
del Derecho Laboral. 


El Instituto de Derecho Procesal decía en aquel momento -no sé si ha sido solicitado su 
asesoramiento- que no se justificaba un sistema laboral autónomo. Incluso, se argumentaba que el 
Código General del Proceso unificó y simplificó el proceso laboral para que fuera instrumentado el 
derecho sustantivo de su especialidad, de acuerdo con dos normas que hoy están complementadas y 
que no existían en el momento de los comentarios realizados por el Profesor Couture cuando 
reclamaba una determinada independencia. El Decreto Ley N* 14.188 y el Código General del Proceso 
en su artículo 350.5 plantean las condiciones especiales para llevar a cabo los aspectos del proceso 
laboral como parte de esa autonomía. 


Quiero insistir en este tema -el Poder Ejecutivo ha insistido en esta teoría, al amparo de uno 
de los profesores con quien, modestamente, discrepamos- porque se está confundiendo la existencia 
de un derecho laboral autónomo con la de un proceso laboral autónomo. En aquella oportunidad, el 
Instituto Uruguayo de Derecho Procesal definió, por unanimidad, a este proyecto de ley como 
técnicamente desacertado y estratégicamente inconveniente. Es más, el Ministro de la Suprema Corte 
de Justicia, doctor Ruibal -que, como es sabido por los señores Senadores, tiene cierta especialidad en 
algunas áreas- decía que esto no era solo para Uruguay; nuestro proceso civil también incluye laboral y 
con nuestros proyectos con más razón. Él hablaba del proyecto de ley que había presentado como 
alternativa en aquella oportunidad, y se refería al presentado por la Suprema Corte de Justicia que, si 
bien fue incluido en el comparativo, por mayoría de la Comisión se decidió tratar y votar el proyecto de 
ley de la Comisión Redactora, dejando de lado el tratamiento de la propuesta realizada por la Suprema 
Corte de Justicia. 


Comprendo la intención legislativa, pero me parece que no se pueden ir arrastrando 
opiniones contrarias y, sobre todo, una ley que tuvo las consecuencias ya por todos conocidas: 
declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia y con dos mil recursos acumulados. Como 
se dice en la jerga popular -no ya en el ámbito del Derecho- *¡y mire que se les dijo!”. Se les dijo acá, 
en el Plenario y se repitió más de una vez. Sin embargo, se votó a mano enyesada sin ninguna otra 
clase de consideración que las frágiles argumentaciones, respetables todas, de un sector minoritario de 
la Cátedra de Derecho Laboral. 


Sobre esta posición no existió unanimidad, incluso se dio un proyecto de ley que no contó 
con el apoyo del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, ni de la Suprema Corte de Justicia, ni de 
parte de la Cátedra y ni siquiera de muchos de los magistrados del ámbito laboral. En aquella 
oportunidad, yo manifestaba en el Plenario que este tipo de normas hará que llenemos de juicios y 
atosiguemos a la administración de justicia, con lo cual se generará una repercusión negativa sobre el 
principio de celeridad, que es uno de los que está ínsito en el concepto de autonomía del Derecho 
Laboral. Esto fue lo que sucedió, señor Presidente, y lo que motivó una especie de atendible 
negociación entre el Poder Ejecutivo y los redactores inflexibles del primer proyecto de ley. Luego llega 
el proyecto de ley sobre el cual -según consta en la versión taquigráfica- hay algunas discrepancias de 
fondo sobre este tema, particularmente en cuanto a la autonomía del Derecho Laboral y el proceso 
laboral. Más adelante voy a referirme a algunos temas en forma muy breve, porque no quiero utilizar 
los tiempos de que disponemos. Por suerte no está presente el señor Presidente del Senado, si no me 
estaría aplicando en forma estricta el Reglamento con toda la razón. 


Ahora bien, no se aceptó bajar el monto del proceso de $ 81.000 a $ 30.000. Siempre 
sostuvimos que $ 81.000 era alto teniendo en cuenta que no hay segunda instancia y que es resuelto 
por un Tribunal unipersonal. Por otra parte, se vuelve a insistir en la eliminación del recurso de 
casación en aras del principio de celeridad. No sé si se ha tenido en cuenta que la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia es muy importante en materia laboral aplicando los particularismos del 
Derecho del Trabajo en numerosos casos, porque son muchos los trabajadores que interponen este 
recurso. A su vez, en el tema de la celeridad se trata de acortar los plazos de diez a cinco días, como si 
esto fuera una fórmula mágica en la que la celeridad estuviera asegurada. El plazo para interponer el 


recurso de apelación -artículo 17 de la Ley- sigue siendo de cinco días y continuamos sosteniendo que 
es un plazo muy breve, por cuanto propusimos que se elevara a diez días. 


Lo que tiene que ver con la prórroga de audiencias únicas, está en la modificación propuesta 
en el artículo 14 del Capítulo IV, donde se define el Proceso Laboral Ordinario y en el artículo 22, 
Capítulo V, del Proceso de Menor Cuantía. Ahora bien, en el proyecto de ley aparece una prórroga por 
única vez en la modificación del artículo 14 en el Proceso Laboral Ordinario y en el artículo 22, en el 
Proceso de Menor Cuantía. En este caso, no dice por única vez. Sin embargo, debo reflexionar que 
puede existir alguna razón para la prórroga de audiencia cuando se objeta, por ejemplo, una pericia y 
hay que realizar una audiencia para integrar el perito. Por lo tanto, sería mejor que en el articulado no 
se estableciera “por única vez”. Establecer, por ejemplo, que en ningún caso la audiencia podrá 
prorrogarse por más de seis días, puede impedir que cualquiera de las partes pueda realizar 
determinada prueba. Sería más ajustado eliminar el agregado que aparece tanto en el artículo 14 
como en el 22. 


En cuanto a la inasistencia a la audiencia, no compartimos el agregado del numeral 7) del 
artículo 14 que indica que la inasistencia no justificada de cualquiera de las partes no impedirá el 
desarrollo de la audiencia y la continuación del proceso. Esto también aparece en el artículo 22. No 
nos gusta ni nos parece adecuado el sistema que establecía el proyecto anterior ni tampoco el actual. 


En el artículo 31 (Integración), el caso del vacío de la Ley N* 18.572, no está en la iniciativa 
que habíamos presentado, pero el tiempo transcurrido nos ha demostrado que es necesario clarificar y 
dar seguridad jurídica, aclarando que el artículo 31 de la Ley debe ser interpretado en caso de vacío, 
de acuerdo al Código General del Proceso. 


Todos estos temas de fondo, señor Presidente, por un lado están vinculados a la autonomía 
y, por otro, a la celeridad de los procesos laborales, que parecería ser la tónica. Quizás sería bueno 
que la Comisión convocara a uno de los actores involucrados para que se diga, por ejemplo, cuáles 
son los elementos que afectan la celeridad de los procesos laborales. ¿Se arregla solo con el 
acortamiento de los plazos? Me parece un simplismo absolutamente incompartible. Por ejemplo, hay 
carencias en la norma procesal; el Código de Procedimiento no prevé un plazo máximo para la 
realización de la audiencia preliminar a partir de la presentación de la demanda y no hay un plazo 
máximo para la audiencia complementaria a partir de la audiencia preliminar. Hay notorias demoras en 
el trámite interno de las oficinas -aquí se centra parte de la lentitud- cuando los expedientes pasan a 
los Tribunales de Apelaciones del trabajo; demoras en el Juzgado de Primera Instancia para que quede 
pronto el expediente para ser enviado; y demoras en los Tribunales de Apelaciones hasta que, 
finalmente, llegan a estudio de los Ministros. También hay demoras en las notificaciones -confección de 
cedulones, etcétera- y en este caso, puede haber avances en función de las notificaciones de carácter 
electrónico en el ámbito del Derecho Procesal. 


A mí me gustaría que la Comisión tuviera en cuenta los antecedentes de una mesa redonda 
llamada “Cómo abreviar los juicios laborales”, de las Jornadas Uruguayas de Derecho de Trabajo 
realizadas en Salto en el año 2004, y de trabajos publicados como “El funcionamiento de la justicia del 
trabajo”, de junio de 2001, porque no tuvimos oportunidad de conversarlo, debido a que hubo un 
especial designio de no admitir modificaciones al proyecto. 


La capacitación de los funcionarios es recurrente en todos los ámbitos administrativos y 
procesales, pero aquí aún más. Sin embargo, no nos permiten hacer la referencia de que la lentitud 
también viene por ese lado, pero nos proponen la fórmula mágica de acortar los plazos. 


El proyecto de ley recoge muchas de las observaciones que hicimos y agrega otras, pero 
dentro del concepto general de la autonomía del Derecho Procesal Laboral, -no del Derecho Laboral 
que es autónomo y, por tanto, quiere separarse del Código del Proceso- cuando bien se podrían 
solucionar estos temas -como dijo la Suprema Corte de Justicia y el instituto del Derecho Procesal- por 
la vía de la aplicación del Código General del Proceso y no innovando con una extensión 
excesivamente creativa de la autonomía del Derecho Laboral para que recorra el camino del proceso 
laboral. 


Reitero, señor Presidente, que todos estos temas fueron planteados en el proyecto de ley. En 
cuanto al proyecto de ley a iniciativa del Poder Ejecutivo, digo que puedo coincidir en muchos de sus 
planteos, pero no en el fundamento inicial ni en otros temas sobre los que ya dejé constancia de mis 
observaciones. Insisto: el Parlamento no puede equivocarse nuevamente. Para legislar debemos oír a 
quienes más saben porque, si no, pretendiendo ayudar a quienes más lo necesitan, terminamos 
haciéndolos hacer largas filas en los Juzgados, después que se presentaron miles de recursos de 
inconstitucionalidad que atosigan y enlentecen la administración no solo de la justicia laboral, sino de 
todos los juzgados por las competencias acumuladas que tienen. 


Por lo tanto, señor Presidente, no solo como compareciente, sino como Senador y veterano 
de guerra, me remito a la versión taquigráfica de lo dicho en el plenario y a la necesidad de tener el 
máximo cuidado con esta legislación porque si no, tendremos las consecuencias que un año después 
de iniciada esta administración, el Poder Ejecutivo desembarca después que las inconstitucionalidades 
proliferan en el ámbito de los despachos judiciales. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuál será la metodología de trabajo? No sé si ya fueron realizadas las 
consultas, pero si no fue así, podemos ir avanzando artículo por artículo. En la medida de que el señor 
Senador Abreu ha dedicado su esfuerzo y su capacidad, podemos comenzar a tener un texto sobre el 
cual se hagan las consultas a los señores Senadores y al Poder Ejecutivo. Como ha dicho el señor 
Senador Abreu, muchas de las modificaciones que el Poder Ejecutivo envió pueden coincidir. 


Formulo este planteamiento porque quizás las discrepancias puedan resumirse en dos o tres 
puntos que luego podremos analizar con más tiempo. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Presidente informó que los proyectos de ley y los textos comparativos 
fueron remitidos a las respectivas Cátedras. Quisiera saber si también se enviaron a la Suprema Corte 
de Justicia, dado que el señor Senador Abreu aludió al proyecto que ese organismo había presentado 
en la Legislatura pasada -que creo es el que tomó como base para la elaboración del suyo- que había 
sido elogiado y compartido por el Instituto de Derecho Procesal de la Universidad de la República. En 
definitiva, quería saber si la Suprema Corte de Justicia también recibió ese material. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero quiero aclarar que el texto de la nota que remitimos a la Suprema 
Corte de Justicia es distinto al que enviamos a los demás, porque como el artículo 240 de la 
Constitución de la República prevé expresamente que el señor Presidente de ese organismo puede dar 
su Opinión en las sesiones de la Comisión, le remitimos los proyectos. Personalmente, entendí que eso 
era lo más conveniente porque como ellos declararon la inconstitucionalidad de algunos artículos, 
pensé que quizás no tendrían intención de opinar ahora sobre el proyecto, aunque si quieren hacerlo, 
están en todo su derecho y, además, se les dio cuenta expresamente de las actuaciones que se están 
llevando adelante. 


SEÑOR MOREIRA.- Previo a ingresar en el análisis del articulado, me gustaría escuchar esas 
opiniones. Francamente, los aportes que se efectuaron en la Legislatura pasada fueron muy buenos -a 
pesar de que había visiones encontradas- porque enriquecieron el debate de entonces y posibilitan el 
cotejo y la comparación. En síntesis, me parece que sería conveniente que escucháramos esas 
opiniones y tuviéramos los informes escritos antes de comenzar a estudiar el proyecto artículo por 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los informes ya fueron solicitados y estamos a la espera de que sean 
enviados. En todo caso, podríamos ponernos en contacto con los catedráticos para ver si podemos 
lograr mayor celeridad. 


Por otra parte, quiero señalar que más allá de enviar esta nota a la Suprema Corte de 
Justicia, me encontré en una ceremonia con uno de los señores Ministros y le comuniqué en forma 
personal que lo habíamos hecho, o sea que bien saben en lo que estamos. 


Podemos seguir el criterio que plantea el señor Senador Michelini o formar una Subcomisión 
que tendría el cometido de identificar aquellos puntos en los que hay acuerdo e ir avanzando en la 


medida en que tengamos las respuestas solicitadas. Considero que este tema es de importancia y hay 
que trabajarlo con sumo cuidado; no obstante, en este momento estamos en condiciones de seguir 
avanzando. Quizás se podría crear una Subcomisión con la integración de un representante por 
Partido más el señor Senador Abreu que podría ir cotejando las coincidencias y así contribuir con 
nuestro trabajo, mientras quedamos a la espera de los informes de las Cátedras. 


SEÑOR GAMOU.- El señor Senador Abreu es un hombre muy estudioso, de modo que voy a 
aprovechar su calidad de abogado para preguntarle cuál es el monto límite en la Justicia Civil a partir 
del cual no se acepta la apelación. Lo pregunto para poder analizar bien las modificaciones del artículo 
19, que plantea bajar ese tope de $ 81.000 a $ 30.000, y tengo entendido que son aproximadamente 
U$S 90.000 para una tercera instancia. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero en este caso no hay tercera instancia, sino casación. 
SEÑOR GAMOU.- Sí, exactamente, ¿cuál es el monto en el recurso de casación? 


SEÑOR PASQUET.- Es muy alto, pero aquí se trata de otra cosa, aquí no hay ni siquiera apelación ni 
segunda instancia. 


SEÑOR ABREU.- Sin perjuicio de la pregunta formulada por el señor Senador Gamou, quiero señalar 
que debe corresponder el recurso de casación, por el motivo que invoqué de que muchas veces son 
los trabajadores los que plantean el recurso y, además -entre otras cosas- la propia Suprema Corte de 
Justicia sienta jurisprudencia muy importante en el ámbito laboral. La celeridad no puede hacernos 
olvidar que a veces el propio trabajador necesita garantías adicionales para defender sus derechos. Si 
vamos a ir por el lado de la celeridad, quizás podamos hacer los cortes en la parte administrativa, pero 
no bajar de 10 a 5 días una cosa u otra como si esa fuera la mejor solución. 


En cuanto a los $ 81.000 y $ 31.000 fue un tema en el que estuvimos trabajando en más de 
una oportunidad. La cifra nos parecía muy alta y la queríamos bajar. El problema está en que la 
mayoría de las relaciones laborales se dan con pequeños y medianos empresarios y los reclamos que 
se hacen de carácter laboral no sólo son de naturaleza salarial sino que se suman una cantidad de 
conceptos y se puede arribar a cifras que sin llegar a los $ 80.000 conformen reclamos que 
atosiguen a la Justicia. Por eso pensamos en la cifra de $ 31.000, con los reajustes necesarios. Sobre 
este punto consulté a la Cátedra y se me dijo que era razonable, pero esto no es lo que opina el Poder 
Ejecutivo, que piensa mantener ese límite. 


Como todos sabemos, el tema del Derecho Laboral es muy específico y presenta muchas 
complicaciones. Al respecto recuerdo un artículo que refiere a una multa del 20%, y sobre ese punto 
nosotros discutíamos que si se suman los créditos laborales, los daños, etcétera, el 20% puede 
significar que casi seamos expropiatorios. Otro ejemplo es la declaración de inconstitucionalidad que 
obliga a una de las partes a que cuando reclame deba depositar el 50%. Aquí hay un problema de 
derechos y de liquidez. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo en mi poder las versiones taquigráficas de la Legislatura anterior donde la 
Suprema Corte de Justicia explicó la razón de los $ 81.000. Allí se señala que ese es el monto que fija 
la competencia que existe en la materia para los Juzgados de Paz de la ciudad. Quiere decir que no se 
trata de una cifra arbitraria sino que tiene que ver con los límites de competencia de los Juzgados. 


SEÑOR GAMOU.- Creo que el señor Senador Abreu entendió bien la pregunta que formulé. Mi 
opinión personal es que una de las grandes injusticias que hay en este país es que la Justicia no es 
igual para todos, sobre todo -como planteé al señor Senador Abreu- en el caso de una tercera 
instancia, donde el hecho de que la Suprema Corte de Justicia actúe o no depende de la cantidad de 
dinero que esté en juego. 


Pregunté al señor Senador Abreu en qué se había basado para proponer esta disposición 
porque, como se podrá imaginar, no me preocupan las empresas grandes sino los trabajadores. No 
digo que se despoja, porque puede ser una expresión muy fuerte, pero no entiendo por qué se quita 


al trabajador la posibilidad de una apelación o una casación y solamente se habilita una primera 
instancia, teniendo en cuenta que no siempre la justicia laboral falla a favor del trabajador. Pensaba, 
además, que podía ser algo hasta positivo que la valla fuera más baja. A este aspecto apuntaba la 
pregunta que había formulado. 


SEÑOR ABREU..- Durante la discusión del tema se había propuesto -incluso con el asesoramiento en 
Sala de la doctora Mangarelli- mantener, en el proceso de menor cuantía, el monto de $ 81.000 pero 
con segunda instancia. El argumento era que esto es lo que ofrece mayores garantías para el 
trabajador, que es el sujeto que se pretende tutelar, teniendo en cuenta que el Tribunal de Primera 
Instancia no está compuesto por varios Jueces. Además, se prevé la contestación de la demanda por 
escrito, de modo que el trabajador, cuando concurra a la audiencia, tenga conocimiento de la posición 
de la empresa. En la segunda alternativa se omite la segunda instancia y se prevé la contestación del 
demandado en forma oral en la audiencia. Además, se propone sustituir la suma de $ 81.000 por $ 
30.000 en el artículo 19, dejando el resto de los artículos del juicio de menor cuantía tal como están 
redactados. Esas eran las dos propuestas que fueron analizadas con el asesoramiento de la doctora 
Mangarelli en función de la protección del trabajador, precisamente, por la relación tuitiva del Derecho 
Laboral. Lo importante es no atosigar a los Juzgados con demandas, porque al final terminamos 
conspirando contra el principio de la celeridad. 


SEÑOR MICHELINI.- Por mi parte voy a secundar al señor Presidente para que se cree esa 
Subcomisión. Cuando ocupé la Presidencia de esta Comisión, el señor Senador Abreu insistió mucho 
en poner este tema arriba de la mesa, pero finalmente no se hizo porque el Poder Ejecutivo estaba 
elaborando una norma. En su momento el señor Senador Abreu presentó un proyecto muy estudiado y 
el Poder Ejecutivo se tomó sus meses y presentó otro proyecto, también muy estudiado. Ahora el señor 
Senador Abreu nos transmite que en varios artículos hay coincidencias y que, más allá de la 
redacción, están bien encaminados. De manera que me parece que sería muy bueno formar una 
Subcomisión con integrantes de todos los partidos para ver cuáles son los puntos en los que tenemos 
diferencias y en ese momento sí realizar todas las consultas necesarias. En cuanto al tema de la 
casación, por ejemplo, todos sabemos que no todos los asuntos van a la Suprema Corte de Justicia. A 
veces, cuando los Tribunales de Apelaciones tienen coincidencia, también existe un filtro. Además, está 
el tema de los montos, etcétera. No necesariamente tenemos que decir que todo lo laboral tiene que 
terminar en casación; podemos establecer ciertos límites o discutir hasta dónde se puede llegar. Me da 
la sensación de que vamos a poder abordar esos temas en la Subcomisión y dejar los tres o cuatro 
puntos en los que tenemos diferencias para las consultas correspondientes. Por mi parte veo bastante 
difícil poder avanzar en las próximas semanas en este proyecto -máxime teniendo en cuenta que 
tenemos otros temas para estudiar- si no disponemos que tres o cuatro integrantes de la Comisión 
integren una Subcomisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los señores Senadores si están de acuerdo en formar una 
Subcomisión, en cuyo caso le solicitaríamos a cada partido que en los próximos días nos comunicara 
quién va a ser su representante, sin perjuicio de que le vamos a dar participación a la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que el oficialismo debería tener dos representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo; podemos proponer a la señora Presidenta de la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se conforma esta Subcomisión. 
(Se vota:) 
9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Solicitamos, entonces, a los partidos políticos que en los próximos días nos comuniquen los 
nombres de sus representantes, sin perjuicio de que los señores Senadores Abreu y Dalmás ya están 
designados. 


Corresponde considerar el tercer punto del orden del día: “Código del Proceso Penal”. En 
este tema, parecería de toda lógica que invitáramos a la Comisión que elaboró el Código como primer 
paso. Entonces, facultamos a la Mesa para que coordine una fecha con la Comisión. 


(Apoyados) 


Finalmente, recién el señor Senador Moreira señaló que hay un par de proyectos que pueden 
llegar a tener aprobación -uno relativo a la Corte Electoral y otro a la retención de menores- y, por tal 
razón, podríamos incluirlos en el orden del día de de la próxima sesión. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 41 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


